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REF:
Ponencia Primer Debate. Proyecto de Acuerdo No. 196 de 2010. “Por el cual se modifica parcialmente el anexo 4 del Acuerdo 180 de 2005 que autoriza el cobro de una contribución de valorización por Beneficio Local para la construcción de un Plan de Obras y se dictan otras disposiciones” 

De conformidad con el Reglamento Interno, Acuerdo 348 de 2008, y en cumplimiento de la designación realizada por la Presidencia de la Mesa Directiva de la Corporación para el estudio del proyecto de acuerdo de la referencia, someto a consideración para Primer Debate en la Comisión Tercera Permanente de Hacienda y Crédito Público, la ponencia respectiva, en los siguientes términos:

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE

Proyecto de Acuerdo No. 196 de 2010. “Por el cual se modifica parcialmente el anexo 4 del Acuerdo 180 de 2005 que autoriza el cobro de una contribución de valorización por Beneficio Local para la construcción de un Plan de Obras y se dictan otras disposiciones”
1. OBJETO DEL  PROYECTO

La Administración Distrital presentó a consideración del cabildo distrital esta iniciativa con el objeto de “finiquitar el proceso de asignación y reasignación de la zona de influencia II del Grupo I de obras dentro de la Fase I del Acuerdo 180 de 2005, adoptado por la corporación pública y de redefinir las fechas de asignación de la contribución de valorización para las Fases II, III y IV".

Mediante el Acuerdo 180 de 2005, el Concejo de Bogotá autorizó a la Administración Distrital a través de Instituto de Desarrollo Urbano, el cobro de una valorización por beneficio local para la construcción de un Plan de Obras del Sistema de Movilidad y Espacio Público mediante el cobro diferido en cuatro (4) fases. 
Para el cobro de esta valorización por beneficio local se escogió el método de “distribución del beneficio”, es así como el artículo 7 del Acuerdo 180 de 2005 estableció: “Adoptase como método de distribución de la contribución de valorización que se establece en el presente Acuerdo, el de factores de beneficio, para lo cual el Instituto de Desarrollo Urbano liquidará el gravamen con base en los factores o coeficientes numéricos que califican las características diferenciales de los predios y las circunstancias que los relacionan con las obras, previstos en el Anexo No. 4 de este Acuerdo, los cuales son: área de terreno (variable base), estrato, nivel geoeconómico, densidad o pisos, explotación económica o uso y grado de beneficio.(…)”

Por su parte, el anexo 4 del Acuerdo 180 de 2005 estableció que los valores determinados en el grado de beneficio debían actualizarse según el Índice de Precios al Consumidor al momento de la asignación. 

La siguiente es la tabla del factor geoeconómico de 2005: 

	TABLA FACTOR GEOECONÓMICO*

para predios No Residenciales

	
	RANGO

Valor m2 Terreno (DACD)
	

	NIVEL
	Mínimo
	Máximo
	FACTOR

	1
	$0
	$89,000
	1.0

	2
	$89,001
	$175,000
	2.8

	3
	$175,001
	$350,000
	5.4

	4
	$350,001
	$520,000
	9.5

	5
	$520,001
	$860,000
	14.6

	6
	MAS DE $860,000
	22.4


*Valores a junio 2005, ajustados según el índice del IPC al momento de asignación

Con fundamento en esta tabla, en el año 2007 el Instituto de Desarrollo Urbano asignó la contribución de valorización en las localidades de Fontibón y Engativá a 166.557 Unidades Prediales por valor de $117.371 millones. 
Posteriormente, la liquidación por contribución de valorización de las localidades de Fontibón y Engativá, fue modificada por el Acuerdo 398 de 2009. 
Tal como se señala en la exposición de motivos, las principales modificaciones introducidas por este acuerdo consistieron en: 
· “La inclusión del Aeropuerto el Dorado como sujeto pasivo de la contribución de valorización, en la medida en que se beneficia con las obras públicas proyectadas.” 

· “La modificación del plan de obras y la disminución del monto de las obras a beneficiarse con la citada contribución. Así, se excluyen la Avenida El TAM (AK 129) desde la Avenida Luis Carlos Galán Sarmiento (AC 24) hasta la Avenida Centenario; la Avenida Luis Carlos Galán Sarmiento (AC24) desde la Avenida Fontibón (AK 97) hasta la Avenida El TAM (AK 129); el puente peatonal Avenida Centenario por Carrera 124; el puente peatonal Avenida Centenario por Carrera 111; y se adelantan por el grupo 1 de obras, el segmento Avenida Ferrocarril de Occidente desde la Carrera 93 hasta la Carrera 100; y la Intersección Avenida Ciudad de Cali (AK86) por Avenida Ferrocarril de Occidente (AC 22)” 
 

En tal sentido, el Acuerdo 398 de 2009 ordenó la reasignación de la Fase I para la zona de influencia 2 del Grupo 1 de obras del Sistema de Movilidad, por un monto distribuible de $76.576 millones a pesos de 2005, incluido el costo de administración correspondiente al 8.396837%.
  Este acuerdo ordenó la reasignación en el término de un (1) contado a partir de su aprobación, dicho plazo vence el próximo 26 de agosto de 2010. 
No obstante, al realizar la pre-liquidación de la contribución de valorización según lo ordenado por el Acuerdo 398 de 2009,  el Instituto de Desarrollo Urbano encontró que “al aplicar el Factor “Nivel Geoeconómico” a los predios no residenciales se presentan unos incrementos muy altos de la contribución a pagar por parte de un número considerable de predios, cuando se presentan actualizaciones catastrales”.

La razón por la cual se presentan estos incrementos es que la fórmula de actualización a valor presente de la tabla del factor “nivel geoeconómico” estipulada en el Acuerdo 180 de 2005 se realiza conforme al índice de precios al consumidor IPC.  
1.1. La actualización de la tabla factor “nivel geoeconómico” según el IPC

En la exposición de motivos del Proyecto de Acuerdo 196 de 2010 se señalan los siguientes escenarios: (i) La manera como se actualizó la tabla del factor “nivel geoeconómico” para la asignación de la contribución de valorización en el año 2007 y (ii) La variación de la tabla del factor “nivel geoeconómico” desde el año 2005 al 2010, en aras de ilustrar la actualización de la tabla según el IPC.      

(i) La manera como se actualizó la tabla del factor “nivel geoeconómico” para la asignación de la contribución de valorización en el año 2007
“Para el cobro inicial en noviembre 30 de 2007 se actualizó según la variación IPC entre junio de 2005 y octubre de 2007 así: Variación entre junio de 2005 y octubre de 2007 del IPC 10.34%. La tabla para el factor geoeconómico actualizada queda de la siguiente forma:” 

	TABLA FACTOR GEOECONÓMICO

	para predios No Residenciales

	 
	RANGO
	 

	
	Valor m2 Terreno (DACD hoy UAECD)
	

	NIVEL
	Mínimo
	Máximo
	FACTOR

	1
	$0
	$ 98.203
	1

	2
	$ 98.204
	$ 193.095
	2,8

	3
	$ 193.096
	$ 386.190
	5,4

	4
	$ 386.191
	$ 573.768
	9,5

	5
	$ 573.769
	$ 948.924
	14,6


(ii) La variación de la tabla del factor “nivel geoeconómico” desde el año 2005 al 2010
“Variación entre junio de 2005 y abril de 2010 del IPC 25.11%. La tabla para el factor geoeconómico actualizada queda de la siguiente forma:” 

	Código
Nivel
Geoeconómico
	Factor
Indexación
	Rango Valor mt2 Terreno
	Valor
Factor

	
	
	Mínimo
	Máximo
	

	1
	1.2511
	$ 0
	$ 111,348
	1

	2
	1.2511
	$ 111,349
	$ 218,943
	2.8

	3
	1.2511
	$ 218,944
	$ 437,885
	5.4

	4
	1.2511
	$ 437,886
	$ 650,572
	9.5

	5
	1.2511
	$ 650,573
	$ 1,075,946
	14.6

	6
	1.2511
	>= $ 1,075,947
	22.4


Conforme lo anterior, el Instituto de Desarrollo Urbano señala que en la práctica aplicar esta tabla del “factor geoeconómico” en el año 2010 en la liquidación algunos predios incrementan el factor multiplicador. A manera ilustrativa el proyecto de acuerdo trae el siguiente ejemplo: 
“tenemos que un  predio de uso comercial (AV. Calle 80 No 82ª - 03 CHIP AAA0160SELF), que para la asignación de noviembre 30 de 2007 tenia un valor de metro cuadrado de terreno según la base de datos suministrada por la Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital – UAECD de $338.880, se encontraba según la tabla de nivel geoeconómico aplicada en la fecha, un nivel geoeconómico 3, por estar dicho valor comprendido en el rango entre $ 193.096 y $ 386.190 y el factor multiplicador para el cálculo de la contribución de valorización fue de 5.40.

Para el año 2010 el mismo predio la UAECD reporta un valor por metro cuadrado de terreno de $810.000, lo cual lo ubica según la tabla de nivel geoeconómico actualizada para el año 2010 de acuerdo al  IPC en el nivel 5 por estar dicho valor comprendido en el rango entre  $ 650.573 y $ 1.075.946 y el factor multiplicador para el cálculo de la contribución de valorización sería de 14.60.

Como puede apreciarse la contribución de ese predio se incrementaría al pasar de un factor multiplicador de 5.40 a 14.60.” 

1.2. Propuesta de actualizar la tabla del factor “nivel socioeconómico” según la variación promedio del valor del metro cuadrado de terreno en cada zona de influencia.

Ante esta situación, el Instituto de Desarrollo Urbano propone la modificación de la actualización de la tabla del “factor geoeconómico”. La iniciativa señala en la exposición de motivos: “se hace necesario modificar la tabla del factor geoeconómico para que los valores allí indicados sean reajustados, no con base en el IPC, sino en la variación promedio del valor del metro cuadrado de terreno en cada zona de influencia certificado por la Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital UAECD”

Señalan que sí la tabla de “factor geoeconómico” se actualiza de esta manera, el porcentaje de incremento sería del 174.55%. 
Este porcentaje es el aumento promedio del valor del metro cuadrado en la zona de influencia de las localidades de Fontibón y Engativá. 

La nueva tabla con los valores traídos a valor presente de esta manera, es la siguiente: 

	Código
Nivel
Geoeconómico
	Factor
Indexación
	Rango Valor mt2 Terreno
	Valor
Factor

	
	
	Mínimo
	Máximo
	

	1
	2.7455
	$ 0
	$ 244,350
	1

	2
	2.7455
	$ 244,352
	$ 480,463
	2.8

	3
	2.7455
	$ 480,465
	$ 960,925
	5.4

	4
	2.7455
	$ 960,928
	$ 1,427,660
	9.5

	5
	2.7455
	$ 1,427,663
	$ 2,361,130
	14.6

	6
	2.7455
	>= $ 2,361,131
	22.4


1.3. Escenarios de la liquidación de la valorización por beneficio local del Acuerdo 180 de 2005 en las localidades de Fontibón y Engativá

Sobre este particular, es ilustrativo comparar los escenarios de liquidación de la contribución de valorización de las localidades de Fontibón y Engativá, teniendo en cuenta: (i) Liquidación del 2007, conforme el Acuerdo 180 de 2005; (ii) Pre -Liquidación del Acuerdo 398 de 2009 Indexado el IPC y (iii)  Liquidación del Proyecto de Acuerdo No. 196 de 2010. 
(i) Liquidación del 2007, conforme el Acuerdo 180 de 2005

	Nombre Categoría
	Total Unidades
	%

Unidades
	Contribución Total
	Valor
Factor

	RESIDENCIAL
	144.037
	86.48%
	$40.506.456.019
	35%

	COMERCIAL
	13.204
	7.93%
	$36.082.433.385
	31%

	INDUSTRIAL
	879
	0,53%
	$25.233.603.704
	21%

	DOTACIONAL
	1.135
	0.68%
	$2.084.658.784
	2%

	LOTES
	4.191
	2.52%
	$13.205.704.291
	11%

	EXPANSIÓN URBANA
	15
	0.01%
	$115.084.267
	0

	EXCLUIDOS
	3.077
	1.85%
	$0
	0

	CONSERVACIÓN
	19
	0,01%
	$143.112.140
	0

	TOTAL GENERAL 
	166.557
	100%
	$117.371.052.590
	100


(ii) Pre -Liquidación del Acuerdo 398 de 2009 Indexado el IPC

	Nombre Categoría
	Total Unidades
	%

Unidades
	Contribución Total
	Valor
Factor

	RESIDENCIAL
	162.836
	87.46%
	$17.735.337.290
	18%

	COMERCIAL
	15.206
	8.17%
	$51.067.471.640
	54%

	INDUSTRIAL
	817
	0.44%
	$16.168.439.548
	17%

	DOTACIONAL
	1.481
	0.80%
	$1.679.946.761
	2%

	LOTES
	2.323
	1.25%
	$8.602.225.568
	9%

	EXPANSIÓN URBANA
	12
	0.01%
	$56.558.291
	0

	EXCLUIDOS
	3.491
	1.88%
	$0
	0

	CONSERVACIÓN
	17
	0.01
	$82.090.561
	0

	TOTAL GENERAL 
	186.183
	100%
	$95.391.169.659
	100%


(iii)  Pre - Liquidación del Proyecto de Acuerdo No. 196 de 2010 
 
	Nombre Categoría
	Total Unidades
	%

Unidades
	Contribución Total
	Valor
Factor

	RESIDENCIAL
	162.836
	87.46%
	$32.184.817.598
	34%

	COMERCIAL
	15.206
	8.17%
	$40.625.061.377
	43%

	INDUSTRIAL
	817
	0.44%
	$15.169.473.966
	16%

	DOTACIONAL
	1.481
	0.80%
	$1.647.230.328
	2%

	LOTES
	2.323
	1.25%
	$5.607.321.274
	6%

	EXPANSIÓN URBANA
	12
	0.01%
	$103.604.311
	0

	EXCLUIDOS
	3.491
	1.88%
	$0
	0

	CONSERVACIÓN
	17
	0.01%
	$53.660.805
	0

	TOTAL GENERAL 
	186.183
	100
	$95.391.169.659
	100


1.4. La nueva prórroga para el cobro de las fases II, III y IV del Acuerdo 180 de 2005
El Acuerdo 180 de 2005 estableció los plazos de asignación del monto distribuible de la siguiente manera: Fase I para el año 2007 (que ya fue asignada excepto las localidades de Fontibón y Engativá); Fase II para el año 2009; Fase III para el año 2012; y Fase IV para el año 2015. 

Posteriormente, el Acuerdo 398 de 2009 modificó estos plazos de la siguiente manera: Fase II para el año 2010; Fase III para el año 2012; y la Fase IV de 2015.
No obstante, en esta oportunidad la iniciativa busca prorrogar nuevamente la asignación, así: Fase II para el año 2012; Fase III para el 2014; y la Fase IV para el año 2016.  
Esta última prórroga se justifica según la exposición de motivos “se pretende que las asignaciones de la contribución de valorización para las fases que se mencionan se realice con posterioridad a la discusión que se dé al interior del Concejo de Bogotá, en relación con el régimen jurídico de la contribución de valorización que se presentará ante la Corporación Pública de elección popular” 

2.
CONSIDERACIONES DE LA INICIATIVA
2.1 Los antecedentes del factor “nivel geoeconómico” en el Acuerdo 180 de 2005 
En la exposición de motivos del Proyecto 264 de 2005 (Acuerdo 180 de 2005) se definió el factor geoeconómico pero no se hizo referencia alguna respecto a la forma como debía actualizarse dichos valores en el futuro.    
Como nivel geoeconómico se describe:
“4.6.2.3. NIVEL GEOECONÓMICO FGE. Corresponde a una clasificación de los predios que no son residenciales ni de expansión urbana y obedece al valor diferencial que tienen los predios tanto en su terreno como en su construcción, dependiendo del sector de la ciudad donde se encuentran, por las condiciones particulares de ubicación y geoeconómicas del medio que los rodea.

Este factor se basa en el valor por metro cuadrado de área de terreno que el Departamento Administrativo de Catastro Distrital DACD le asigna a todos los predios de la ciudad de Bogotá D.C, acorde con la metodología que establece las diferentes zonas geoeconómicas del Distrito Capital.  Con base en este avalúo unitario del área de terreno se establecen 6 niveles con valores límites que clasifican a los predios bajo condiciones geoeconómicas similares y que reconoce las diferencias entre el valor de la tierra que tienen los predios según su ubicación en la ciudad y su entorno urbanístico.” 

De igual forma, en la discusión que se adelantó en el Concejo de Bogotá no aparece la justificación de la fórmula de reajuste de la tabla del factor “geoeconómico” frente al Índice de Precios al Consumidor. 
Sin embargo, en el texto definitivo del Proyecto de Acuerdo 264 de 2005 hoy Acuerdo 180 de 2005 aprobado en la sesión del día 8 de septiembre de 2005, en el anexo 4 trae la inscripción “*Valores a junio 2005, ajustados según el índice del IPC al momento de asignación”. 

Como quiera que es claro que la entidad competente para determinar la variación del precio del metro cuadrado en la capital es la Unidad Administrativa de Catastro Distrital,  la iniciativa de modificar la tabla del factor geoeconómico para que los valores allí indicados sean reajustados, no con base en el IPC, sino en la variación promedio del valor del metro cuadrado de terreno en cada zona de influencia certificado por la Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital se encuentra acorde con el espíritu del Acuerdo 180 de 2005, entidad que cuenta con la metodología que establece las diferentes zonas geoeconómicas del Distrito Capital.  
2.2 La contribución de valorización 

El inciso 1 del artículo 317 de la Constitución Política señala que: “solo los municipios podrán gravar la propiedad inmueble. Lo anterior no obsta para que otras entidades impongan contribución de valorización.” 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional y el Consejo de Estado
, le han otorgado al tributo de la contribución de valorización la naturaleza jurídica de contribución especial, diferente a los impuestos. 
En la sentencia C-155 de 2003 la Corte Constitucional señaló: "en el caso de la valorización la jurisprudencia y la doctrina coinciden en considerar que el modelo normativo acogido desde 1966 hace referencia a una "contribución especial", es decir, a la compensación por el beneficio directo que se obtiene como consecuencia de un servicio u obra realizada por una entidad.” 

De igual forma, en la sentencia C-495 de 1998 se expresó:
"La contribución de valorización no es un impuesto, porque no grava por vía general a todas las personas, sino un sector de la población que está representado por los propietarios o poseedores de inmuebles que se benefician, en mayor o menor grado, con la ejecución de una obra pública. Dada su naturaleza esta contribución por principio tiene una destinación especial; de ahí que se la considere una "imposición de finalidad", esto es, una renta que se establece y recauda para llenar un propósito específico. Dicho propósito constituye un elemento propio de su esencia, que es natural a dicha contribución, al punto que no sólo la identifica y caracteriza, sino que representa un elemento esencial de su existencia.
La contribución de valorización, según se deduce del inciso 1 del art. 317 de la Constitución, es un gravamen especial que recae sobre la propiedad inmueble y que puede ser exigido no sólo por los municipios, sino por la Nación o cualquier otro organismo público que realice una obra de beneficio social y que redunde en un incremento de la propiedad inmueble. 

La destinación de los ingresos por valorización, si bien la señala el legislador, no surge de la sola voluntad política de éste, sino de la naturaleza misma de la renta, que se constituye en orden a lograr, así sea en parte, el retorno de la inversión realizada por el respectivo organismo público." 
 

2.3 El principio de irretroactividad en materia tributaria y su alcance frente a modificaciones favorables de los contribuyentes de la valorización en las localidades de Fontibón y Engativá
La Constitución Política en su artículo 338 erige el principio de irretroactividad en materia tributaria como una garantía esencial a favor de los contribuyentes y como un límite a las eventuales acciones del Estado en abuso de su poder tributario. Es así que establece:

“ARTICULO 338. En tiempo de paz, solamente el Congreso, las asambleas departamentales y los concejos distritales y municipales podrán imponer contribuciones fiscales o parafiscales. La ley, las ordenanzas y los acuerdos deben fijar, directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases gravables, y las tarifas de los impuestos. 

La ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las autoridades fijen la tarifa de las tasas y contribuciones que cobren a los contribuyentes, como recuperación de los costos de los servicios que les presten o participación en los beneficios que les proporcionen; pero el sistema y el método para definir tales costos y beneficios, y la forma de hacer su reparto, deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los acuerdos. 

Las leyes, ordenanzas o acuerdos que regulen contribuciones en las que la base sea el resultado de hechos ocurridos durante un período determinado, no pueden aplicarse sino a partir del período que comience después de iniciar la vigencia de la respectiva ley, ordenanza o acuerdo.” 

Siendo la contribución de valorización un gravamen de naturaleza tributaria, le es aplicable los principios de legalidad, reserva de ley, progresividad, equidad y eficiencia, consagrados constitucionalmente.  
En este sentido, la sentencia C- 155 de 2003 de la Corte Constitucional señala:  
“Ahora bien, frente a los “impuestos”, y sin importar si ellos son de carácter nacional o territorial, la Carta exige que tanto el Congreso, como las asambleas departamentales y los concejos municipales definan con rigor sus elementos.  Pero en el caso de las tasas y de las contribuciones especiales, es posible que las autoridades administrativas fijen la tarifa, siempre y cuando la ley, ordenanza o acuerdo, señalen el sistema y el método para definir los costos y beneficios, así como la forma de hacer su reparto.” 

La irretroactividad en materia tributaria tiene sustento en el principio de seguridad jurídica, toda vez que el contribuyente tiene la garantía de conocer en forma previa todos los elementos del tributo de una parte y por la otra, que las situaciones jurídicas que se han consolidado bajo la vigencia de una norma no pierdan validez en forma repentina.

La propuesta en estudio de la administración distrital busca la aplicación retroactiva de este proyecto de acuerdo que le permita reliquidar la contribución de valorización por beneficio local a las localidades de Fontibón y Engativá atendiendo a los principios de justicia y equidad. 
El Instituto de Desarrollo Urbano en el proceso de pre-liquidación del Acuerdo 398 de 2009 encontró, que de aplicarse tal como está concebido, se agravaría la situación jurídica de más de 5.000 predios no residenciales. Tal proceder obligó al Alcalde Mayor de Bogotá a convocar sesiones extras en el mes de julio del presente año para someter a estudio del cabildo distrital a modificar la tabla del factor “nivel geoeconómico” del Anexo 4 del Acuerdo 180 de 2005. 
Sin embargo, esta iniciativa requiere profundizar el estudio de las implicaciones jurídicas del rompimiento del principio de irretroactividad tributaria para hacer más favorable la situación jurídica de cerca de 186.183 unidades prediales de la ciudad de Bogotá. 

Recientemente la Corte Constitucional analizó la posibilidad de consagrar efectos retroactivos a una norma tributaria cuando esta estipule situaciones favorables a los contribuyentes. 
En tal sentido, en la Sentencia C- 430 de 2009 de la Corte Constitucional se analizó el caso español, debido a que la constitución española permite en su artículo 9.3 modelaciones al principio de irretroactividad, así: “La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.” 

Expresa la Corte Constitucional que la interpretación de este precepto constitucional ha llevado a la doctrina española “a distinguir entre irretroactividad “in peius” y retroactividad “m bonus”, la primera impide aplicar, con efectos retroactivos, sanciones o penas que hagan más gravosa la situación del implicado; y la segunda, autoriza la aplicación retroactiva de disposiciones sancionatorias más favorables, conocido como retroactividad “in bonam parte”. 
   
Señala la Corte Constitucional que en el Tribunal Constitucional Español se optó por la tesis de “efectos inmediatos de la ley benéfica” para evitar cargas valorativas al principio de irretroactividad en materia tributaria. 
 
Así mismo, la Corte Constitucional cita que en 1987 el Tribunal Constitucional Español en sentencia STC 126 de 1987 manifestó: “Afirmar la admisibilidad de la retroactividad de las normas fiscales no supone mantener, siempre y en cualquier circunstancia su legitimidad constitucional, que puede ser cuestionada cuando su eficacia retroactiva entra en colisión con otros principios consagrados en la Constitución. Esta postura, mantenida por la generalidad de la doctrina y reflejada en la jurisprudencia constitucional de otros países, está también en la base de algunos de los Autos de planteamiento de las presentes cuestiones, en los que la presunta inconstitucionalidad de la norma controvertida se fundamenta en la vulneración de los principios de capacidad económica, seguridad jurídica e interdicción de la arbitrariedad por referencia a la jurisprudencia italiana, alemana y norteamericana.” 
    

En el caso colombiano, la retroactividad favorable de las normas, al tenor de la Constitución Política de Colombia sólo se reconoce en forma expresa en materia penal y laboral. Es así como el último inciso del artículo 29 de la C.P. expresa: “En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.” 

Por su parte, el artículo 53 de la C.P. prescribe: “El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: (…) situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho”

No obstante, en materia tributaria el constituyente de 1991 guardó silencio respecto a la aplicación retroactiva de disposiciones favorables al contribuyente. A pesar de lo anterior, en diversos pronunciamientos la Corte Constitucional ha señalado que la aplicación de este principio no es absoluto, teniendo en cuenta que la finalidad de la norma es la de otorgar mayores garantías a los ciudadanos. 

En la sentencia C-006 de 1998 la Corte Constitucional expresó:

“Si una norma beneficia al contribuyente, evitando que se aumenten sus cargas, en forma general por razones de justicia y equidad, sí puede aplicarse en el mismo periodo sin quebrantar el artículo 338 de la Constitución. La prohibición contenida en esta norma está encaminada a impedir que se aumenten las cargas del contribuyente, modificando las regulaciones en relación con los periodos vencidos o en curso. La razón de la prohibición es elemental: El que el Estado no pueda modificar la tributación con efectos retroactivos, con perjuicio de los contribuyentes de buena fe”  

En tal sentido, la propuesta del proyecto de acuerdo 196 de 2010, que propone modificar la tabla del factor “nivel geoeconómico” del anexo 4 del Acuerdo 180 de 2005, para que los valores allí indicados sean reajustados, no con base en el IPC, sino en la variación promedio del valor del metro cuadrado de terreno en cada zona de influencia certificado por la Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital UAECD, en la medida que beneficia a 186.183 unidades prediales ya que en la práctica evita hacer más gravosa la contribución de valorización a pagar,  es viable jurídica y constitucionalmente en cuanto materializa los principios de justicia y equidad. 
Este proyecto de acuerdo podrá tener efectos retroactivos en la liquidación de la contribución de valorización de Fontibón y Engativá porque modifica en forma favorable la situación de los contribuyentes. 

2.4 Aplicación de la liquidación de la contribución de valorización frente a situaciones jurídicas consolidadas 
También la Corte Constitucional se ha pronunciado respecto de tributos de causación inmediata, es decir, aquellos que no se causan en un periodo determinado por la suma de hechos económicos sino que se causan, aplican y pagan de manera instantánea. 

En el año 2007 el Instituto de Desarrollo Urbano procedió a liquidar la contribución de valorización por beneficio local establecida en el Acuerdo 180 de 2005 para las localidades de Fontibón y Engativá, a un total de 166.557 unidades prediales por valor de $117.371 millones.

La asignación de la contribución de valorización se realizó de la siguiente manera: (i) 144.037 unidades prediales residenciales por valor de $40.500 millones correspondientes al 86% del total asignado; (ii) 13.204 unidades prediales comerciales por valor de $36.082 millones correspondientes al 7.9%; (iii) 879 unidades prediales industriales por valor de $25.233 millones correspondientes al 0.5%; (iv) 1.135 unidades prediales dotacionales por valor de $2.084 millones correspondientes al 0.6%; (v) 4.191 unidades prediales lotes por valor de $13.205 millones correspondientes al 11%, etc. Muchos contribuyente acudieron al pago de esta contribución y otros se encuentran a la espera de la nueva liquidación para solucionar su situación jurídica.         
Con la presente iniciativa, el Instituto de Desarrollo Urbano busca la re-liquidación de la Contribución de Valorización, planteando una nueva asignación para 186.183 unidades prediales por valor de $95.391 millones. 

En este nuevo escenario, a 2010 se incrementaron en 19.626 unidades prediales que serán objeto de cobro de la valorización y se redujo el monto distribuible en $21.979 millones.  

La nueva asignación de la contribución de valorización sería de la siguiente manera: (i) 162.836 unidades prediales residenciales por valor de $32.184 millones correspondientes al 34% del total asignado; (ii) 15.206 unidades prediales comerciales por valor de $40.625 millones correspondientes al 43%; (iii) 817 unidades prediales industriales por valor de $15.169 millones correspondientes al 0.4%; (iv) 1.481 unidades prediales dotacionales por valor de $1.647 millones correspondientes al 2%; (v) 2.323 unidades prediales lotes por valor de $5.607 millones correspondientes al 6%, etc.
Bajo esta perspectiva es posible prever un beneficio para los predios residenciales a los cuales no sólo se les baja el monto a distribuir, sino que también aumentan en cerca de 18.799 unidades prediales nuevas para asignar, lo que forzosamente nos lleva a concluir en una rebaja ostensible de la contribución de valorización. 

No obstante, frente a las unidades prediales  no residenciales, en especial los predios comerciales, el monto distribuible pasa de $36.082 millones a $40.625 millones, a pesar de que en el año 2010 tendrán 2002 unidades prediales adicionales para asignar. Toda vez que la asignación de la contribución de valorización se liquida conforme el método de distribución del grado de beneficio, no es posible afirmar que estos predios presentan una afectación mayor.
Sobre las situaciones jurídicas consolidadas bajo el amparo de una ley anterior, la Corte Constitucional se ha pronunciado respecto a la imposibilidad de desconocer los derechos adquiridos conforme el artículo 58 de la Constitución Política. 

En sentencia C-952 de 2007 la Corte Constitucional afirmó:  

“Finalmente y con relación al tema de los derechos adquiridos, es claro para la Corte que la Constitución Nacional consagra la protección de los derechos adquiridos en materia civil en su artículo 58 Superior, y que de acuerdo con la jurisprudencia constitucional (Sentencia C-506 de 1996) en el derecho público las situaciones jurídicas consolidadas también son objeto de protección. En este orden de ideas, la Constitución garantiza los derechos adquiridos, concepto que hace relación a situaciones jurídicas consolidadas frente a las cuales no puede existir una afectación por medio de leyes o normatividad posterior (Sentencia C-478 de 1998; C-007 del 2002). 
(…)
En materia tributaria, el concepto de derechos adquiridos está intrínsecamente vinculado con la garantía de protección de situaciones jurídicas consolidadas, lo cual a su vez está relacionado con el principio de irretroactividad de la ley, según el cual lo efectos retroactivos de las leyes en materia tributaria no pueden afectar situaciones ya reconocidas y cuyos efectos se hayan dado bajo una legislación anterior, por lo cual este principio prohíbe en materia de tributos que una ley tenga efectos con anterioridad a su vigencia, salvo que se trate de una disposición más favorable para el contribuyente.”
Mediante la asignación de la contribución de valorización a las localidades de Fontibón y Engativá en el año 2007, el Instituto de Desarrollo Urbano notificó el acto administrativo que liquidó un monto distribuible a un total de 166.557 unidades prediales por valor de $117.371 millones. Sin embargo, si bien se trató de un acto administrativo masivo, sus efectos fueron y son individuales y concretos, generando una actuación administrativa independiente. 

Sobre el procedimiento de asignación de la contribución de valorización el Acuerdo 180 de 2005 se regula por las normas del Estatuto Tributario Distrital, el artículo 15 prescribió: “En lo que compete a la notificación, discusión del acto administrativo de asignación de la contribución de valorización, cobro y recaudo, se aplicará lo establecido en el Decreto Distrital 807 de 1993 y las normas que lo adicionen, modifiquen o aclaren.”
Por consiguiente, como el objeto de la iniciativa busca la re-liquidación de la contribución de valorización asignada en el año 2007 a las localidades de Fontibón y Engativá, el Instituto  de Desarrollo Urbano deberá proceder a la revocatoria directa de cada una de las unidades prediales liquidadas inicialmente. 
La revocatoria de los actos administrativos ha sido definida por la doctrina como: “el mecanismo por el cual un acto administrativo, sea que esté o no en firme, es suprimido o sustituido por el mismo organismo que lo expidió, por una decisión de signo o sentido contrario, tomada por fuera de las etapas propias del procedimiento administrativo y en virtud de causales expresa y especialmente señaladas la ley” 
  
Ahora bien, como en el presente caso la revocatoria de la asignación del año 2007 traerá como resultado la favorabilidad al contribuyente que tendrá que pagar un menor valor por concepto de la valorización por beneficio local en las localidades de Fontibón y Engativá, el procedimiento administrativo exime al Instituto de Desarrollo Urbano de exigir el consentimiento del contribuyente afectado por la decisión. 
Tal posición se sustenta en la doctrina nacional de la siguiente manera: “Cuando el acto administrativo impone un deber, obligación o sanción a un particular, v.gr la liquidación de una gravamen, la imposición de una multa, etc. En estos casos, la propia entidad, si se percata de la ocurrencia de cualquiera de las causales para la revocación directa del acto, puede revocarlo oficiosamente y aun sin consentimiento del afectado, cuando es a favor suyo” 
.

De esta manera, la re-liquidación de la contribución de valorización de las localidades de Fontibón y Engativá deberá guiarse por el procedimiento establecido en el Código Contencioso Administrativo y respetar las garantías del debido proceso de los contribuyentes.  
Respecto a la aplicación retroactiva de una norma tributaria frente a los efectos jurídicos individuales y concretos ya producidos la Corte Constitucional en Sentencia C-625 de 2003 manifestó:

“Sobre el concepto de irretroactividad la Corte ha considerado que “La retroactividad por regla general, resulta censurable sólo cuando la nueva norma incide sobre los efectos jurídicos ya producidos en virtud de situaciones y actos anteriores…” (Sentencia C-511 de 1992). Así como que “La esencia del principio de irretroactividad de la ley tributaria es la imposibilidad de señalar las consecuencias jurídicas a actos, hechos o situaciones jurídicas que ya están formalizados jurídicamente, salvo que se prescriba un efecto más perfecto tanto para el sujeto de derecho, como para el bien común, de manera concurrente, caso en el cual la retroactividad tiene un principio de razón suficiente para operar.” 

En el presente caso, este proyecto de acuerdo desarrolla los principios de equidad y justicia tributaria buscando el bien común para las localidades de Fontibón y Engativá.  

En este punto, conviene resaltar, que las facultades de reliquidación con las cuales contará el Instituto de Desarrollo Urbano en ningún caso podrán hacer más gravosa la situación jurídica inicial consolidada en el año 2007. En la aplicación del acuerdo es imperativo respetar las garantías los contribuyentes propias del Estado Social de Derecho.

Al respecto, el Consejo de Estado ha fallado en contra del Instituto de Desarrollo Urbano porque mediante la vía de la revocatoria consagrada en el Código Contencioso Administrativo agravó la situación jurídica de un contribuyente, aumentando en un 280% la contribución de valorización a pagar.
En sentencia del 23 de noviembre de 2005, radicación 25000-23-27-000-2000-00500-01-13983, Actor: Corporación Club Los Lagartos Contra el Instituto de Desarrollo Urbano, el Consejo de Estado manifestó:

“Según la Resolución 234 de 13 de marzo de 2000, procede la reliquidación de la contribución de valorización asignada en la Resolución 5100 de 1998, para fijarla en $3.538.568.591, así como la revocatoria de la Resolución 170 de 1999, por la cual se decidió el recurso de reposición, porque "el lDU cometió un error aritmético consistente en tomar para la liquidación un factor equivocado, como fue el correspondiente al estrato tres (3), cuando desde el año 1995, el Club se bailaba clasificado en el estrato cinco (5)". 
Dado que en virtud del parágrafo del artículo 4 del que haya creado una situación jurídica concreta, “para corregir simples errores aritméticos, o de hecho que no incidan en el sentido de la decisión", puesto, que la Resolución 234 no corrigió un simple error aritmético, sino que cambió, por la vía de la revocatoria oficiosa, una equivocación en la asignación del estrato, y esto, no es posible hacerlo a través de la revocatoria, por cuanto este supuesto error incide en el valor del gravamen, dado que su corrección trajo como consecuencia una nueva liquidación, que excedió en 280% la liquidación inicial. Fue precisamente por esto, que contra la resolución de reliquidación la actora interpuso los recursos de reposición y subsidiario de apelación.

De otra parte, así se trate del interés general, éste no puede pasar por encima el deber constitucional de mantener el orden jurídico y garantizar los derechos fundamentales de los administrados, pues, si bien es cierto, se ha de contribuir al financiamiento de las gastos e inversiones del Estado, ello no implica desconocer los conceptos de justicia y equidad que rigen la facultad impositiva (art.95 [9] C. P.); y el derecho fundamental del debido proceso, que obliga a la Administración a actuar con la observancia de las formas propias de cada juicio, y a exigir el pago del tributo, en la forma y condiciones establecidas en la Constitución y en la ley.” 

En ese orden, es claro que el cabildo distrital está llamado a realizar un seguimiento en la implementación y reliquidación de la valorización por beneficio local establecida en el Acuerdo 180 de 2005, ya que por esta vía no podrá hacerse más gravosa la situación a ningún contribuyente de las localidades de Fontibón y Engativá.  
Finalmente, en forma adicional al debate que se presenta entre el principio de irretroactividad en materia tributaria y su alcance frente a modificaciones favorables de los contribuyentes de la valorización en las localidades de Fontibón y Engativá, al igual que, la aplicación de la liquidación de la contribución de valorización frente a situaciones jurídicas consolidadas. La iniciativa de la Administración Distrital objeto de esta ponencia presenta un debate mayor. Y es la aspiración a la construcción de una mejor sociedad, la satisfacción del bien común por encima del interés particular y la capacidad de reacción del Instituto de Desarrollo Urbano para adelantar una gestión eficaz en la asignación y cobro de la contribución de valorización por beneficio local establecida en el Acuerdo 180 de 2005.

Sobre estas materias ofrece luces la nueva propuesta pacífica y democrática de concepción del derecho expuesta por el tratadista italiano Gustavo Zagrebelsky quien señala que la sociedad actual aspira a la convivencia de los principios, en su obra el “Derecho Ductil” expresa: “Si cada principio y cada valor se entendiesen como conceptos absolutos sería imposible admitir otros junto a ellos. Es el tema del conflicto de valores, que querríamos resolver dando la victoria a todos, aun cuando no ignoremos su tendencial inconciliabilidad. En el tiempo presente parece dominar la aspiración a algo que es conceptualmente imposible, pero altamente deseable en la práctica: no la prevalencia de un solo valor y de un solo principio, sino la salvaguarda de varios simultáneamente.” 
   

En atención a lo expuesto en esta ponencia, la iniciativa bajo estudio se constituye en una herramienta para la Administración Distrital, concretamente para el Instituto de Desarrollo Urbano en la re-liquidación de la contribución de valorización establecida por el Acuerdo 180 de 2005 para las localidades de Fontibón y Engativá. Por un lado, se garantizan los principios de equidad, justicia y debido proceso a los contribuyentes en la actuación administrativa de la asignación y por otro, se cumple con el deber de contribuir de los ciudadanos. 
2.5 Prórroga de la asignación de las Fases II, III y IV 
Como quiera que en la actualidad se encuentre en trámite el nuevo Estatuto de Valorización en el cabildo distrital se hace razonable y conveniente el aplazamiento de la asignación de las fases II, III y IV del Acuerdo 180 de 2005 para los años 2012, 2014 y 2016. 

3.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

3.1. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA

La Constitución Política de 1991, en el artículo 338 otorga potestad impositiva a los cuerpos colegiados de elección popular, en los siguientes términos: "En tiempo de paz, solamente el Congreso, las Asambleas y los Concejos Distritales y Municipales podrán imponer contribuciones fiscales o parafiscales. La ley, las ordenanzas y los acuerdos deben fijar, directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases gravables y las tarifas de los impuestos. La ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las autoridades fijen la tarifa de las  tasas y contribuciones que cobren a los contribuyentes, como recuperación de los costos de los servicios que les presten o participación en los beneficios que les proporcionen; pero el sistema y el método para definir tales costos y beneficios, y la forma de hacer su reparto, deben ser fijados por la ley, las ordenanzas y los acuerdos…".   

Bajo este contexto, compete al Concejo de Bogotá, D.C., imponer  contribuciones fiscales y parafiscales, fijar  los sujetos activo y pasivo, los hechos y las bases gravables y las tarifas de las mismas.

3.2. MARCO LEGAL DISTRITAL 

El cobro de las contribuciones de valorización en el IDU, se fundamenta en el siguiente marco legal:

· ACUERDO 7 DE 1987: Adoptó el Estatuto de Valorización del Distrito Especial para Bogotá.

Se definió la Valorización y se determinó al Instituto de Desarrollo Urbano como el responsable de su manejo.

Reguló la ordenación y ejecución de las obras

Definió y reguló la zona de influencia

Reguló la participación de la comunidad a través de los representantes de los propietarios y poseedores

Estableció el marco legal para la distribución de la contribución.

Estableció la regulación para el procedimiento jurídico en caso de la asignación de la contribución, recursos, exigibilidad.
· ACUERDO 16 DE 1990: Adicionó y modificó el acuerdo 7 de 1987 y desarrolló el concepto de valorización por beneficio general. 

Autorizó el cobro por las obras del sistema arterial ejecutadas o contratadas hasta el 31 de diciembre de 1990 y que no se hubieran cobrado por valorización.

· ACUERDO 19 DE 1990: Adoptó el plan bienal de obras por el sistema de valorización por beneficio general para el período 1991-1992. 

Estableció que el cobro de la contribución se llevaría cabo una vez se iniciaran las obras de valorización

Fijó el monto distribuible en una cuantía máxima de  $167.000 millones.

· ACUERDO 14 DE 1992: Por medio del cual se determinó la financiación y contratación para el Plan de Obras Viales 1993-1994, se modificó parcialmente el Acuerdo 16 de 1990 y se dictaron otras disposiciones, relacionadas con la notificación, para subsanar los problemas ocurridos en la notificación de 1991. 

En su artículo primero estableció que la financiación de los programas y subprogramas del Plan de Obras Viales 1993-1994 se harían con cargo a las siguientes fuentes de financiación:

Los presupuestos ordinarios y adicionales del IDU y del Fondo Rotatorio Vial Distrital de la SOP

Las operaciones de crédito externo e interno que se celebren con el propósito señalado

La contribución por beneficio general

En lo relacionado con la valorización por beneficio general, ordenó que el monto distribuible fuera el mismo establecido en el Acuerdo 19 de 1990, es decir, $167.000 millones. 

Estableció que el plan de obras sería aprobado por el Concejo en un acuerdo posterior. 

Estableció el método de selección de contratistas para las obras del Plan Vial.

· DECRETO 414 DEL 27 DE JULIO DE 1993: Modificó el monto distribuible, los plazos y descuentos para el pago de la contribución de valorización por beneficio general. 

El monto distribuible se estableció en $83.500 millones, correspondientes al 50% del máximo establecido en el acuerdo 19 de 1990, en concordancia con el artículo 157 del decreto 1421 de 1993. 

El decreto fue explícito en indicar que el monto distribuible es para financiar parcialmente el plan de obras viales para el período 1993-1995, en concordancia por lo ordenado en el Acuerdo 14 de 1992.

· ACUERDO 25 DE 1995: Autorizó el cobro de Valorización por Beneficio Local para un conjunto de obras del Plan de Desarrollo “Formar Ciudad”.

Se aprobó el monto distribuible de $321.271 millones.

Ratificó lo aprobado en el Acuerdo 7 de 1987 sobre el cobro de faltantes o devolución de sobrantes una vez construidas las obras, mediante un balance final.

Se ordenó la ejecución de 44 obras agrupadas en 8 ejes.

Delimitó las zonas de influencia para los 8 ejes

· ACUERDO 9 DE 1998: Modificó el Acuerdo 25 de 1995

Se disminuyó el número de obras a financiar con Valorización en el eje 5 Estableció cambios en el valor de las obras, costo de la administración del recaudo y valor máximo a cobrar por concepto de faltantes.

· ACUERDO 48 DE 2001: Modificó el Acuerdo 9 de 1998.

Modificó el monto distribuible, fijándolo en $449.918 millones

Autorizó al IDU a cobrar la diferencia entre el monto distribuible establecido en el Acuerdo 25/95 ($321.271 millones), es decir la suma de  $128.647millones.

Autorizó la valorización parcial de las obras. El Distrito financia $79.061 millones con recursos propios.

Impuso metas de desempeño al IDU en ejecución financiera y física de obras, recaudo y atención al contribuyente.

Acuerdo. .

3.3. DECRETO LEY-1421 DE 1993 – Estatuto Orgánico de Santa Fe de Bogotá D.C.

El Concejo Distrital tiene competencia para aprobar esta iniciativa según lo señalado en el numeral  3 del Artículo 12 del Decreto ley 1421 de 1993, que establece:

ARTÍCULO.- 12. Atribuciones. Corresponde al Concejo Distrital, de conformidad con la Constitución y a la ley:

“3. Establecer, reformar o eliminar tributos, contribuciones, impuestos y Sobretasas; ordenar exenciones tributarias y establecer sistemas de retención y anticipos con el fin de garantizar el efectivo recaudo de aquellos.” 

4.

COMPETENCIA DEL CONCEJO DE BOGOTA

De conformidad con el artículo 313 de la Constitución Política de Colombia, corresponde a los concejos:

Por mandato de la faculta Constitucional Política de Colombia y el deber Legal, el Concejo de Bogotá ostenta la atribución de regular los aspectos relacionados de conformidad con el Decreto-Ley 1421 de 1993 en su Artículo 12 numeral 3. señala “Establecer, reformar o eliminar tributos, contribuciones, impuestos y Sobretasas; ordenar exenciones tributarias y establecer sistemas de retención y anticipos con el fin de garantizar el efectivo recaudo de aquellos”

Igualmente, se cita el artículo 13 del Decreto-Ley 1421 de 1993 la competencia exclusiva del Alcalde Mayor de Bogotá para presentar los proyectos de acuerdo a que se refiere el numeral 3. antes citado; situación que cumple para el actual trámite.  

Sobre el tema de valorización en estudio, el artículo 157 del Decreto Ley 1421 hace un cuidadoso desarrollo de la norma constitucional, al contemplar: “Corresponde al Concejo establecer la contribución de valorización por beneficio local o general; determinar los sistemas y métodos para definir los costos y beneficios de las obras o fijar el monto de las sumas que se pueden distribuir a título de valorización y como recuperación de tales costos o de parte de los mismos y la forma de hacer su reparto. Su distribución se puede hacer sobre la generalidad de los predios urbanos y suburbanos del Distrito o sobre parte de ellos. La liquidación y recaudo pueden efectuarse antes, durante o después de la ejecución de las obras o del respectivo conjunto de obras…".

Por lo anterior y en observancia al tema, el Concejo de Bogotá goza de competencia normativa para el trámite y aprobación del proyecto.

5.
EVALUACIÓN FISCAL

En atención a la Ley 819 de 2003 artículo 7º sobre el análisis del impacto fiscal de las normas; señala : “En todo momento, el impacto fiscal de cualquier proyecto de ley, ordenanza o acuerdo, que ordene gasto o que otorgue beneficios tributarios, deberá hacerse explícito y deberá ser compatible con el Marco Fiscal de Mediano Plazo. (Subrayado fuera de texto).”

Si bien la presente iniciativa tiene su origen en la Administración Distrital, en atención a la precitada ley y con fundamento en el articulado propuesto en el Proyecto de Acuerdo 196 de 2010 a efectos del estudio del mismo, es importante requerir el concepto previo y expreso en lo pertinente el impacto fiscal de la Secretaría Distrital de Hacienda, a fin de garantizar el adecuado cumplimiento a la normas presupuestales y fiscales del Distrito Capital. 

6.

CONCLUSIÓN

Por lo anteriormente expuesto, se presenta a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, PONENCIA POSITIVA AL PROYECTO DE ACUERDO 196 de 2010 “POR EL CUAL SE MODIFICA PARCIALMENTE EL ANEXO 4 DEL ACUERDO 180 DE 2005 QUE AUTORIZA EL COBRO DE UNA CONTRIBUCIÓN DE VALORIZACIÓN POR BENEFICIO LOCAL PARA LA CONSTRUCCIÓN DE UN PLAN DE OBRAS, Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 

Cordial saludo,

FERNANDO LÓPEZ GUTIÉRREZ

Concejal Ponente 
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